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niciamos este número con una reflexión sobre un tema que 
ha causado controversia en  nuestro país: el fallo del Tribu-
nal Constitucional sobre la distribución de la píldora del día 

siguiente, una decisión que debe ser mejor argumentada para 
ser entendida. Continuamos con dos artículos sobre el aborto y 
la defensa de la vida, los cuales pretenden abrir el debate sobre 
temas que merecen ser ampliamente discutidos en nuestra so-
ciedad, sin olvidar que nuestra vocación es la de defender la vida 
humana.   

Luego centramos nuestra atención en la ardua lucha por la de-
fensa de la libertad y la dignidad humana, para ello les presen-
tamos varios artículos, entre ellos el de Willy López sobre los 
Derechos Humanos en el Perú, Luces, Sombras y Retos, el cual 
destaca como uno de los principales retos la promoción de políti-
cas públicas de derechos humanos a nivel nacional; continuamos 
con Emilio Martinez sj y Lorena Hermoza que se interrogan sobre 
los derechos de los campesinos y sus particularidades culturales. 
Haciendo eco de las diversidades, Adda Chuecas nos presenta un 
análisis muy sugerente sobre los desafíos de los derechos huma-
nos en la Amazonía. Asimismo, Santiago Manuin, sobreviviente 
de los trágicos sucesos de Bagua, nos ofrece una mirada sobre el 
desarrollo y los derechos humanos desde la perspectiva indígena; 
y Alejandro Samaniego nos da una reflexión sobre los derechos 
del niño.

No hemos querido dejar pasar la oportunidad para ofrecer una 
reflexión sobre cómo pudo suceder la matanza de Putis, redac-
tado por Sofia Macher, haciendo un llamado a que las Fuerzas 
Armadas denuncien las responsabilidades particulares. Otros te-
mas que se abordan son: la trata de personas, una realidad que 
se incrementa en nuestro país; la participación de las mujeres en 
los procesos de desarrollo local, resaltando su rol en los procesos 
de construcción de espacios democráticos.

Finalmente queremos agradecer por todo el apoyo recibido en 
estos meses, por sus comentarios y sugerencias. Ello nos ayuda 
a seguir mejorando nuestro servicio y, con ello, contribuir a la 
construcción de una sociedad fraterna. Les deseamos una Feliz 
Navidad y un buen año 2010, que la esperanza y el ánimo los si-
gan acompañando en su trabajo por una sociedad más solidaria.
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César Torres sj.

Coyuntura Nacional

n los últimos días hemos sido testigos de un deba-
te sobre la despenalización del aborto eugenésico 
y el aborto sentimental que ha despertado pasio-

nes encendidas, especialmente de algunos sectores de la 
iglesia católica y los movimientos feministas. En medio 
de una acalorada discusión, el Tribunal Constitucional 
(TC) terminó de ponerle la cereza al pastel emitiendo 
una sentencia mediante la cual ordena al Ministerio de 
Salud abstenerse de desarrollar como política pública la 
distribución gratuita a nivel nacional de la denomina-
da “Píldora del Día Siguiente” (Anticonceptivo Oral de 
Emergencia - AOE); ordenando, al mismo tiempo, que 
los laboratorios que la producen, comercializan y distri-
buyen, incluyan en la posología la advertencia de que 
dicho producto podría inhibir la implantación del ovulo 
fecundado. Esta decisión parece entrar en contradicción 
con una sentencia anterior del mismo órgano, en la cual 
ordenaba al Ministerio de Salud garantizar la provisión e 
información sobre la mencionada píldora en los estable-
cimientos de salud a su cargo.

Como era de esperarse, la decisión del TC despertó el 
interés de la comunidad política, quienes han visto en 
esta resolución no solo una decisión con características 
discriminatorias sino también que atenta contra los de-
rechos fundamentales de las mujeres a la autodetermi-
nación reproductiva. Asimismo, se cuestiona al Tribunal 
el extralimitarse en su responsabilidad de ser intérpre-
te de la Constitución al atribuirse la potestad de definir 
un debate científico, habiendo caído en una posición 
decisionista, con rasgos autoritarios, al tomar una deci-
sión sin un sólido respaldo argumentativo. En efecto, las 
críticas mencionadas se desprenden del mismo órgano 
colegiado en los votos singulares que acompañan a la 
decisión en mayoría del Tribunal. ¿Puede esto llevarnos 
a afirmar que la decisión del TC está motivada por crite-
rios ideológicos o, como dicen algunos, por criterios de 

un fundamentalismo religioso o teológico más que por 
criterios jurídicos constitucionales razonables? De ser 
así estaríamos frente a un órgano constitucional que, 
además de no contribuir a la consolidación de la de-
mocracia, pone en riesgo toda posibilidad de construir 
un sistema democrático fundado en instituciones justas 
que orienten sus decisiones dentro del marco de respeto 
a la Constitución y a los derechos fundamentales.

Cabe decir que el asumir que la concepción se inicia al 
momento de la fecundación, sosteniendo que en ella la 
configuración e individualidad genética está completa, 
parece ser una posición defendible; sin embargo, la falta 
de argumentos suficientemente persuasivos hacen que 
esta toma de postura sea vista como decisionista. En 
este sentido, si bien el señalamiento del inicio de la vida 
puede ser un acto convencional, la carencia de argu-
mentos desvanece el mismo acto, dejando la sospecha 
de una falta de criterio argumentativo que puede llevar 
a pensar en un acto de imposición, sea de ideologías o 
creencias religiosas, de la mayoría del órgano constitu-
cional. Asimismo, el haber asumido que la existencia de 
“dudas razonables” era criterio suficiente para asumir 
la veracidad de la afectación al concebido con el deno-
minado tercer efecto del AOE, que produciría cambios 
en el endometrio y no permitiría la anidación del ovulo 
fecundado, ponen en cuestión la capacidad argumenta-
tiva del TC.

Ahora bien, ¿Cuál es el efecto que pueda acarrear sen-
tencias de este estilo en la comunidad política nacional 
y el proceso de consolidación de la democracia constitu-
cional? Muchos, y el más grave desde mi punto de vista 
es el incremento de la desconfianza a las instituciones 
del Estado, en este caso, al órgano encargado de hacer 
valer la Constitución y el respeto a los derechos funda-
mentales. 

EL TC Y EL AOE
una decisión sin argumentación consistente
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Coyuntura Nacional

o no he abortado y sin em-
bargo soy una firme defen-
sora de la despenalización 

del aborto. Por una razón básica: no 
se puede defender el derecho a la 
vida en abstracto cuando, por con-
siderarlo un delito, miles de mujeres 
mueren anualmente por prácticas 
clandestinas de abortos en las peo-
res condiciones. Yo soy cristiana y, 
por eso mismo, defiendo la vida mis-
ma y no la viabilidad de una célula. 
No se trata de un derecho al cuerpo, 
en mi opinión, sino de una defensa 
de la especie y de las mujeres como 
sujetos antes que como vientres. 

Hace veinte años, y sin haberme 
casado, salí embarazada en Viena, 
Austria. Después de quedarnos pas-
mados mirando el color celeste del 
reactivo químico, Eduardo y yo nos 
dimos cuenta que se confirmaban 
nuestras sospechas. La dueña de la 
casa que alquilábamos, Elfriede Sva-
tek, me acompañó al Krankenhaus 
(no tenía ni una sola amiga que lo 
hiciera). En el hospital público un jo-
ven doctor de la India me preguntó 
en inglés por la última fecha de mi 
menstruación. Luego de examinar-
me me confirmó el embarazo y me 
preguntó si lo quería tener. “Natür-
lich” le contesté, un poco indignada 
por la pregunta, y por la obsecuencia 

de mi juventud. El doctor me precisó 
que si quería abortar, necesitaba re-
gresar de inmediato al día siguiente 
con mis documentos y mi ropa de 
cama; pero si lo quería tener, enton-
ces, debía regresar en un mes para el 
segundo chequeo. 

Me sorprendió la situación y la poca 
importancia que le había dado Frau 
Svatek: una dama setentona típica, 
abuelita, y sobre quien yo sospecha-
ba cierto disimulado racismo. Ella 
me explicó que el servicio de salud 
austriaco era gratuito y que pensara 
dos veces si quería tener a la criatura. 
Muchos años después entendí que 
en Austria ad portas de la caída del 
muro de Berlín, durante el convul-
sionado 1989, los hospitales públi-
cos atendían a todo tipo de mujeres, 
locales o inmigrantes, con papeles o 
sin papeles, porque la interrupción 
legal del embarazo era un derecho 
completamente aceptado. Frau Sva-
tek también me enseñó dónde que-
daba la Votivkirche porque ella asis-
tía todos los domingos. Era católica, 
conservadora, pero reconocía plena-
mente una política pública que Eu-
ropa había legalizado muchos años 
atrás. 

¿Por qué no aborté? Yo esperaba a 
esa hija mucho antes de estar emba-

razada, con gran curiosidad y mucha 
irresponsabilidad de mi parte. Vein-
te años después me doy cuenta que 
hubo razones concretas para acep-
tarla: tenía cierta esperanza econó-
mica en el futuro y había terminado 
mis dos carreras. No pasaba por una 
angustia mayor, excepto la de en-
contrarme bastante sola, y lejos de 
mi país. ¿Qué hubiera sucedido si mi 
embarazo hubiera sido el resultado 
de una violación en masa por siete 
sinchis como el de Giorgina Gam-
boa?, ¿o el producto de las torturas 
como el caso de Magdalena Monte-
sa?, ¿o de la violación del propio pa-
dre como el de E.M.O., piurana, 16 
años?, ¿o si el feto era anencefálico 
como el tortuoso embarazo de  Ka-
ren LLantoy? La historia hubiera sido 
completamente diferente y, en todo 
caso, la opción por la defensa de la 
vida palpitante de la madre supera 
cualquier necesidad de convertirla 
en depósito de vida. 

Es absurdo creer que alguien pue-
de estar “a favor” del aborto. Pero, 
despenalizarlo, es una necesidad ur-
gente para evitar la criminalización 
de una decisión difícil, terrible, pero 
que conlleva una responsabilidad de 
un ser humano libre: nosotras las 
mujeres.

El tema del aborto ha causado gran polémica en estas semanas. 

En este espacio publicamos dos posiciones representativas que se 

han visto enfrentadas en el debate, nuestra intención es iniciar la 

reflexión en el lector a partir de su lectura.

* Extracto del artículo publicado el 18/10/09 en Suplemento DOMINGO de La República

Yo no he abortado*Rocío Silva Santisteban
Periodista
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Coyuntura Nacional
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a humanidad defiende la vida 
de sus miembros y cada uno 
de nosotros defiende la suya 

propia hasta las últimas consecuen-
cias, pero hay quienes discuten esa 
defensa al inicio, cuando la vida hu-
mana es embrión o feto; y al final, 
cuando esa vida se ha debilitado en 
extremo pero aún subsiste, sea a la 
vejez o luego de algún trauma o en 
el transcurso de una enfermedad 
dramáticamente graves.

La vida es la existencia propia, autó-
noma, consistente y temporalmente 
finita de un individuo que nace y 
muere, se genera y se corrompe. 

Desde este punto de vista el embrión 
humano, que es el óvulo femenino 
fecundado por un espermatozoide 
masculino, es vida humana. Aún no 
tiene la forma del cuerpo humano, 
pero ha iniciado el largo camino del 
fenómeno vital. Para ratificar esto es 
preciso reparar en el siguiente fenó-
meno natural: si el óvulo y el esper-
matozoide no se encuentran en el 
corto período en que es posible la 
fecundación, morirán en pocas ho-
ras o, a lo sumo, en pocos días. Pero 
producida la fecundación, generan 
una vida que, salvo accidentes, en 
términos actuales vivirá en promedio 
ochenta años.

Este hecho innegable de la natura-
leza indica claramente que un em-
brión, o un feto, es una vida huma-
na y, como tal, debe ser protegida. 

Quitar esa vida es hacer morir a un 
ser humano existente. Este es el 
fundamento de la penalización del 
aborto y por esa razón hago mío el 
reclamo de Mons. Miguel Cabrejos1 
para que los poderes del Estado no 
establezcan normas que despena-
licen el aborto, haciéndolo impune 
y permitiendo además, que las ins-
tituciones de salud que están des-
tinadas a proteger la vida humana, 
sean utilizadas para terminarla, justo 
cuando se inicia y cuando además, 
el individuo es totalmente impotente 
para defenderse.

El otro extremo de la vida humana es 
aquel en el que una persona existente 
sufre un debilitamiento de su vida: el 
fenómeno vital al que nos hemos re-
ferido antes se adelgaza, se debilita 
fuertemente y, usualmente asociado 
a ello, viene el sufrimiento personal. 
Ocurre con los ancianos a quienes el 
cuerpo se les debilita naturalmente, 
o con personas de cualquier edad, 
cuando sufren un accidente o una 
enfermedad de suma gravedad.

El principio a seguir es el mismo que 
al inicio de la existencia, cuando se 
es embrión o feto: ese fluir de exis-
tencia individual debe ser respetado 
porque los seres humanos respeta-
mos la vida de los demás. La muerte 
no debe ser provocada, tiene que 
ocurrir como un fenómeno natural 
para no caer en la muerte produci-
da intencionalmente por otros seres 
humanos.

La terminación voluntaria de la vida 
por cualquier causa, como por ejem-
plo la compasión, es una forma de 
quitar la vida al otro y es, no sólo 
desconocimiento del derecho a la 
vida, sino una muerte causada y pu-
nible. Por ello, consideramos que los 
poderes públicos no deben legalizar 
las formas de terminación de la vida 
conocidas como eutanasia, eugene-
sia o similares.

Los seres humanos debemos redis-
cutir y redimensionar los fenómenos 
difíciles de la vida como el sufrimien-
to corporal o espiritual. Éste debe ser 
mitigado pero no puede ser elimina-
do y hay que aceptarlo como una de 
las características de la vida misma 
que hay que proteger. Una vida sin 
sufrimiento es imposible. Por eso 
mismo, la existencia de sufrimiento 
no puede ser una razón para elimi-
nar la vida. Tampoco debe serlo la 
eliminación de seres humanos que 
tienen la perspectiva de tener daños 
congénitos. Quienes tenemos hijos 
así sabemos muy bien lo muy huma-
na que es su compañía y lo mucho 
que vale su vida.

Despenalizar el aborto o la elimina-
ción de la vida en sus formas termina-
les es romper el principio y empezar 
a admitir la discusión cuantitativa, 
la de las opiniones sobre si un indi-
viduo merece o no seguir viviendo. 
La vida es esencial y, por ello mismo, 
su defensa debe ser cualitativa, no 
cuantitativa.

*	 Extracto del artículo publicado el 13/10/09 en el Portal de Noticias de la PUCP
1	 Arzobispo de Trujillo y Presidente de la Conferencia Episcopal Peruana

Defensa de la vida humana*
Marcial Rubio

Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP)
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Derechos Humanos

LUCES

El 7 de abril del año 2009 será, sin duda alguna, una 
fecha histórica en los anales de la justicia peruana. En 
ella, tres magistrados que conformaron el Tribunal Espe-
cial de la Corte Suprema de Justicia del Perú emitieron 
su veredicto sentenciando a veinticinco años de carce-
lería efectiva al ex – presidente de la República Alberto 
Fujimori Fujimori por su responsabilidad en hechos de 
violación de derechos humanos de lesa humanidad co-
metidos durante su gobierno.

Pocos podrán cuestionar este hecho, no sólo por la fuer-
za de los argumentos jurídicos y el número de testigos 
y pruebas presentadas durante los catorce meses que 
duró el proceso, sino por su importancia ético-política 
que quedará como un precedente jurídico difícil de sos-
layar para casos similares dentro y fuera del país. Esta 
es pues la principal luz que debemos destacar en medio 
de penumbras y sombras en el campo de los derechos 
humanos en el Perú de hoy.

Sin embargo, en honor a la verdad, también deben des-
tacarse otras luces. Entre ellas se puede señalar:

a) La firma, por parte del Estado peruano, de la mora-
toria de la pena de muerte, acordada por Naciones Uni-
das, que impide que ninguna iniciativa en este sentido 
tenga soporte legal.

b) La creación del Ministerio del Ambiente, aun cuando 
luego de más de un año de ello no haya asumido una 
mayor presencia en un ámbito tan importante dadas las 
características geo-políticas, económicas y étnico-cultu-
rales del Perú.

c) La promulgación de numerosas ordenanzas contra la 
discriminación emitidas por un buen número de gobier-
nos regionales y locales, que favorecen la sensibilización 
de la población en torno a esta problemática.

SOMBRAS

La mayor sombra es la postura general del gobierno del 
Presidente Alan García frente a los derechos humanos. 
A poco menos de dos años para la finalización de su 
mandato, no sólo ha demostrado una actitud adversa, 
sino una evidente falta de voluntad para implementar 
políticas públicas de derechos humanos coherentes e in-
tegrales, como por ejemplo el Plan de Reparaciones a las 
víctimas de la violencia política. 

Las medidas adoptadas sólo han respondido a circuns-
tancias coyunturales, o a la presión de sectores de la 
población en conflicto, movilizadas en torno a sus de-
mandas, o debido a promesas incumplidas. El modelo 
de desarrollo económico asumido, y la actitud de into-
lerante defensa del mismo frente a voces discrepantes, 
han incrementado la conflictividad y viene incidiendo 
negativamente en la ya debilitada democracia peruana.

El gobierno, en su afán de salvaguardar los intereses de 
los inversionistas extranjeros, ha llevado a colocar en ca-
lidad de “enemigos anti-sistema” a todos sus oposito-
res, echando mano no sólo del discurso verbal y escrito1, 
sino de normas que criminalizan, inconstitucionalmen-
te, la protesta social2.

Dentro de este panorama de endurecimiento del régi-
men, se intenta manejar instituciones claves como el 
Poder Judicial, el Tribunal Constitucional, el Consejo Na-
cional de la Magistratura; se viene recortando libertades 
fundamentales, se amenaza a defensores de derechos 
humanos y se hace uso excesivo de la fuerza pública 
para acallar las protestas, como en los graves hechos 
ocurridos en Bagua, con la muerte de policías y nativos.

Como lo señala la Coordinadora Nacional de Derechos 
Humanos (CNDDHH),  se puede identificar “…como una 
tendencia preocupante, que los avances del proceso de 

Willy López
Instituto Peruano de Educación en Derechos Humanos y la Paz - IPEDEHP

1	 “El Síndrome del Perro del Hortelano”, Alan García Pérez, diario “El Comercio”, Octubre 2007.
2	 Decretos Legislativos Nº 982; Nº 983; Nº 988 y Nº 989
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Derechos Humanos en el Perú
Luces, Sombras y Retos

El silencio y la intolerancia del gobierno frente a los reclamos de la población son una 
muestra del peligro que corre nuestra democracia.

transición democrática iniciados en el 2001 se han es-
tancado quizá de modo definitivo…”. 

En este sentido, preocupan las recientes sentencias que 
absuelven a altos oficiales de las Fuerzas Armadas en 
graves violaciones a derechos humanos, especialmente 
porque las razones que sustentan estas decisiones no 
continúan la senda iniciada por los magistrados a cargo 
del juicio al ex Presidente Fujimori, evidenciando así un 
retroceso en la forma de abordar estos casos por parte 
del Poder Judicial.

RETOS

Teniendo en cuenta las propuestas formuladas en el In-
forme de la CNDDHH, se pueden señalar los siguientes 
retos, tanto para el movimiento de defensores de dere-
chos humanos en particular, como para la sociedad en 
su conjunto:

•	 La promoción decidida de políticas públicas de dere-
chos humanos a nivel nacional, en particular a través 
de la implementación del Plan Nacional de Derechos 
Humanos.

•	 La implementación de las recomendaciones del In-
forme Final de la Comisión de la Verdad y Reconci-
liación, especialmente la culminación del registro de 
las víctimas y el inicio de los programas de repara-
ción individual.

•	 La implementación de mecanismos de defensa legal 
de las víctimas y familiares de violaciones de dere-
chos humanos, así como de protección y seguridad 
de los defensores de derechos humanos en el país.

•	 El impulso del diálogo y la concertación como prin-
cipales medios para la atención y garantía de los de-
rechos humanos en el país.

•	 La derogatoria de los decretos legislativos que crimi-
nalizan la protesta social.

•	 El desarrollo de acciones contra la impunidad y la 
corrupción.
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Derechos Humanos

n una visita a una comunidad 
campesina, unos jóvenes lle-
gados de Lima contemplaron 

cómo las autoridades comunales eje-
cutaban un castigo físico para una 
persona que robó en una tienda. Lo 
que a ellos les pareció una violación 
de derechos realmente no era otra 
cosa que un sistema de control in-
terno de orden social.

Esta diferencia de percepción sobre 
un mismo hecho plantea inmediata-
mente la cuestión de “universalidad” 
de la Declaración de los Derechos 

Humanos (DDH). Esta condición 
debería, al mismo tiempo, incluir a 
hombres y mujeres con sus respec-
tivas identidades y diferencias. En 
esas identidades existen prácticas 
culturales que no tienen códigos 
establecidos como los tiene la DDH 
y, sin embargo, apuntan al mismo 
objetivo que esa  declaración. Cabe 
notar que la población podría tener 
conocimiento de la DDH, pero mu-
chas veces no se da cuenta que lo 
practica como parte de los usos y 
costumbres de su propia cultura y 
comunidad.

En el mundo andino se establecen 
códigos y normas que se fundamen-
tan desde las distintas formas de 
percibir su entorno. La convivencia 
se fundamenta en lo colectivo, que 
tiene un peso mayor que lo indivi-
dual. Los  vínculos de solidaridad 
grupal se prolongan en el tiempo a 
pesar de las dificultades vividas. Per-
manentemente recrean esos vínculos 
según la coyuntura social y  estable-
cen de forma continua redes sociales 
para el beneficio grupal.

¿Campesinokuna Derechuyuqchu?
(¿Los campesinos tienen derechos?)
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Derechos Humanos

¿Campesinokuna Derechuyuqchu?

Emilio Martinez Díaz sj.
Lorena Hermoza Sotomayor
Red de Defensorías “Kusi Ayllu”

Para el poblador del mundo andino 
la racionalidad está presente no solo 
en el ser humano, sino también en 
el entorno natural que le rodea. Se 
considera como uno más entre to-
dos los seres que habitan el mundo, 
de tal manera que se genera una 
correspondencia  armoniosa entre 
el hombre y la naturaleza, lo que le 
pasa a uno tiene consecuencia en el 
otro.

La DDH habla de derechos como 
persona; el mundo andino no indivi-

dualiza, más bien establece la com-
plementariedad entre el hombre y la 
mujer, entre el individuo y  toda  la 
comunidad. Hay roles establecidos 
donde ninguno es superior ni infe-
rior al otro, individuo y comunidad 
funcionan  con un valor equiparable 
y como parte inseparable del todo. 
En esta organización juegan un pa-
pel importante las autoridades ele-
gidas en Asamblea, ya sean juntas 
directivas o Varayoq1. De esta ma-
nera la Asamblea se convierte en el 
órgano soberano y la dirección de la 
comunidad se dirime en este espa-
cio. Las autoridades elegidas no se 
consideran superiores al resto de co-
muneros, y no se comportan de for-
ma desmedida o deshonesta, sino 
que es la persona la que contribuye 
a la direccionalidad de los procesos 
colectivos en la comunidad.

Otro aspecto del código de la con-
vivencia andina es la reciprocidad, 
aspecto fundamental de la comu-
nidad. Si bien en cada cultura en-
contramos manifestaciones de este 
tipo con pequeñas diferencias, lo 
que hace significativo en el mundo 
andino es que la reciprocidad está 
asociada a la distribución y retribu-
ción. La población donde todos son 
iguales y ninguno superior a otro, 
recurre a la solidaridad en la distri-
bución y retribución para que nadie 
quede sin comer o sin un techo don-
de pasar la noche, o que dejen de 
ayudar en el trabajo de la siembra o 

la cosecha de la mujer viuda o war-
misapa2. Son normas implícitas en la 
comunidad que hace que todos co-
laboren cuando alguien enferma o 
que solidariamente participen de los 
ritos cuando hay un fallecimiento en 
la comunidad.

El mundo andino establece el respe-
to entre las personas, y fundamen-
talmente el respeto a los niños y ni-
ñas, el trabajo en ellos es un proceso 
de aprendizaje que se da de manera 
escalonada sin llegar a la explota-
ción, es el padre quien va enseñar 
las tareas en el campo al niño y la 
madre encargada de la enseñanza 
de la hija de las labores que realiza.  
De esta manera, desde pequeños, 
las personas tienen roles sociales de-
finidos que les ubican e identifican 
en la comunidad.

Se podría cuestionar a lo expuesto 
que es una idealización de las Co-
munidades Campesinas sin base en 
la realidad. Ante esto cabe decir que  
valorar y conocer estas experiencias  
es una tarea que nos renueva la es-
peranza de la construcción de una 
sociedad justa, porque el ideal nos 
marca un horizonte a seguir.

La DDH está encaminada a lograr un 
orden social de respeto, las comuni-
dades campesinas logran ese mismo 
objetivo mediante otros procedi-
mientos, expuestos someramente en 
estas líneas.

1	 Autoridades andinas de solvencia moral elegidos por la comunidad, “los que llevan la vara de la ley”, con poderes políticos y civiles.
2	 Se dice a la mujer con muchos hijos y abandonada.
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os problemas y retos que enfrentan los pueblos 
indígenas son consecuencia de un largo proceso 
histórico, en que la presión sobre sus territorios ha 

desafiado su capacidad de supervivencia. Considerables 
elementos de las demandas indígenas, hoy acogidas 
en las normas vigentes, se remontan a las fórmulas del 
derecho indiano. Instituciones tan importantes como 
la inalienabilidad e imprescriptibilidad de los territorios 
indígenas, no fueron productos de las legislaciones de 
los primeros años del siglo XX, sino que se remontan a 
la Ley de Indias. En consecuencia, el comportamiento 
del Estado en las últimas décadas para recortar estos 
derechos, no sólo implica una violación a los pueblos 
indígenas, sino que constituye un elemento institucional 
histórico de no reconocimiento de los derechos preexis-
tentes y colectivos que les asisten a estos pueblos. 

En nuestro país se pueden identificar graves violaciones 
en la situación de los derechos humanos de estos pue-
blos a pesar de contar con instrumentos como el  Con-
venio 169 de la Organización Internacional del Trabajo  
y la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas. Esto no ha significado en la 
práctica un  reconocimiento real en los derechos indivi-
duales y colectivos1

El conflicto amazónico y los graves sucesos de Bagua 
son el resultado de la lucha contra la  teoría del desa-
rrollo neoliberal, expresada en el “Síndrome del perro 
del hortelano”. El modelo económico que promueve la 
inversión privada ha tratado de implementar leyes que 
afectan directamente sus derechos, es el caso del pa-
quete de decretos legislativos promulgados por el Ejecu-
tivo para poner en marcha el Tratado de Libre de Comer-
cio, que atentan principalmente contra los derechos a 
la identidad, propiedad de su territorio, consulta, auto-
determinación, medio ambiente, consentimiento sobre 
el aprovechamiento de los recursos naturales y partici-
pación de los pueblos indígenas. El impacto ambiental 
de las industrias extractivas y la destrucción de bosques 
debido a la tala ilegal son procesos que golpean a los 
pueblos indígenas y dan lugar a violaciones masivas de 

sus derechos humanos, sin que encuentren una adecua-
da voluntad política del Estado para revertir estas con-
diciones. Hay que señalar la situación de desventaja que 
ocupan las mujeres,  niñas y niños indígenas, que sufren 
discriminación y violencia, sin que tengan igualdad de 
oportunidades en relación a otros sectores.

“Bagua” se ha convertido en un acontecimiento que es 
todo un símbolo. Significa la presencia de los pueblos 
indígenas irrumpiendo y cuestionando nuestra demo-
cracia, nuestro desarrollo, las bases históricas y cultu-
rales de la construcción y actual configuración del país.  
El “baguazo” ha marcado significativamente a nuestro 
país. Por un lado se ha visibilizado a los pueblos indíge-
nas como actores que demandan el respeto y  reconoci-
miento de sus derechos, pero por otro lado está la inca-
pacidad del Estado de ver a los “otros” diferentes como 
protagonistas y sujetos de derechos. Estos desencuen-
tros  han  incrementado los niveles de conflicto, descon-
fianza y violencia  en la población, obligada a recurrir a  
movilizaciones  sociales que a su vez provocan  el uso de 
la fuerza pública y la criminalización de la protesta social 
que  dificultan la solución  dialogada y democrática de 
las legítimas demandas. 

Sin embargo, ha sido la oportunidad para  ver cómo 
la diversidad cultural y el derecho a la diferencia es un 
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elemento fundamental en la visión  de “modelos de de-
sarrollo” y  la construcción de un país plural.  

Los pueblos indígenas reclaman autonomía para pro-
mover y manejar su propio desarrollo, entendido en tér-
minos de sus valores culturales, además debe ser  par-
ticipativo, consultado y contar con su consentimiento 
previo, libre e informado.  

El deber de los Estados de celebrar consultas con los 
pueblos indígenas en los procesos de decisiones que los 
afecten tiene por objeto poner fin al modelo histórico de 
exclusión del proceso de adopción de decisiones, “ese 
deber deriva del derecho primordial de los pueblos in-
dígenas a la libre determinación y de los principios co-
nexos de democracia y soberanía popular”2. En el artícu-
lo 3 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas se afirma que: “los 
pueblos indígenas tienen derecho a la libre determina-
ción. En virtud de ese derecho determinan libremente su 
condición política y persiguen libremente su desarrollo 
económico, social y cultural”. Esta afirmación responde 
a las aspiraciones de los pueblos indígenas de todo el 
mundo de determinar su propio destino en condiciones 

de igualdad y de participar efectivamente en el proceso 
de adopción de decisiones que los afecten. El derecho 
a la libre determinación es un derecho fundamental, sin 
el cual no pueden ejercerse plenamente los derechos 
humanos de los pueblos indígenas, tanto los colectivos 
como los individuales3.

Creemos, como manifiesta el documento de Apareci-
da- que los indígenas y afroamericanos “han emergi-
do”  tanto en la sociedad como en la Iglesia. Este tiem-
po constituye un kairós, un tiempo propicio y favorable, 
para profundizar el encuentro de los indígenas, sociedad 
peruana y el Estado. Esto supone cambios políticos e 
institucionales que reviertan las condiciones de discrimi-
nación y exclusión  y conviertan en sujetos de derechos, 
mejorando sus condiciones de vida y “buen vivir”.

En conclusión, los objetivos de las políticas  y progra-
mas sociales  y de desarrollo deben promover el respeto, 
la garantía y el cumplimiento de los derechos humanos 
individuales y colectivos. Esto exige desarrollar políticas 
con la participación de los pueblos indígenas; de esa 
manera se contribuirá al desarrollo y a la gobernabilidad 
democrática.

1	 Rodolfo Stavehagen muestra esta realidad en El informe temático del relator especial sobre la situación de los derechos humanos y las  libertades funda-
mentales de los pueblos indígenas del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

2	 James Anaya Relator Especial Para los Derechos y Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas. Capítulo principal del Informe A/HRC/12/34,  presen-
tado al Consejo de Derechos Humanos en su 12 período de sesiones de septiembre 2009.

3	 Op. Cit



Es conocida la trayectoria de Santiago Manuin como un 
hombre al servicio de las comunidades indígenas y pro-
motor de la defensa de los derechos humanos. El líder 
awajun cercano a la Compañía de Jesús, nos habla de 
la importancia de respetar los derechos humanos de los 
pueblos indígenas, respetando las diferencias culturales y 
el territorio en el cual habitan. “¿Por qué nosotros, como 
pueblo, permanecemos hasta hoy día intacto con nues-
tra identidad cultural, con nuestra cosmovisión política 
social? porque la selva es importante, y si desfiguramos 
esa parte, nuestra existencia peligra, seremos pordioseros 
dentro del Perú, porque ya no seremos dueños de nues-
tro territorio, la tierra la habremos mercantilizado y nos 
habremos suicidado como pueblo”.

¿Cómo ve los DD.HH. desde el mundo indígena? ¿Qué 
diferencias hay con la visión occidental?

El pueblo occidental ha perdido ese amor a la tierra, ese 
aprecio por la naturaleza, porque ya no escucha a la ma-
dre tierra, porque lo ha mercantilizado; todo es dinero.

Yo creo que cuando Dios creó al hombre le entrega toda 
la creación, pero cuando dijo “sométanla, domínenla”, no 
quiso decir que la destruya, sino que dentro de la capaci-
dad del hombre está el que pueda mejorar el ecosistema 
para que pueda vivir y trabajar, pero tiene que ponerse 
como su complemento.

Foto SAIPE

Diana Tantaleán C.
Sector Social

La autodestrucción, la contaminación del bosque y de los 
ríos hace que el hombre pierda su equilibrio pues destru-
ye esa orden puesta por el Creador. Tienes que trabajar 
la tierra pero no destruyéndola. Por eso es que nuestro 
pueblo no puede someterse a un desarrollo impuesto, 
tenemos que encontrar un desarrollo pero sin destruir 
nuestra amazonía.

Para ustedes el término de desarrollo está muy ligado 
a DD.HH. y a la naturaleza. ¿No pueden hablar de uno 
sin lo otro?

Es que no se puede separar, yo no sé cómo lo hacen por-
que yo me siento vacío cuando hablo temas de DD.HH. 
solo desde el hombre, ahí no encuentro matiz ni pro-
fundidad; mientras que en la Selva yo me sitúo con el 
hombre, la naturaleza y el bosque; esa imagen, toda esa 
Creación, es lo que al hombre reorienta y en base de eso 
hay que trabajar el desarrollo.

Yo no puedo hablar de DD.HH. en la ciudad porque no 
estoy ambientado, yo tendría que especializarme en ese 
campo y no tocarle el medio ambiente. Yo hablo de la sel-
va porque yo soy selvático, yo no puedo separar al hombre 
de la naturaleza, a mi me cuesta. Si Dios es el motor de la 
vida, yo tengo que descubrir por qué es motor y cómo me 
ha creado; ahí entra la ciencia, desde mi creencia, mi fe, y 
entre la ciencia y la fe van a entrar los DD.HH.

¿Cómo plantear el desarrollo en el plano social, 
económico y cultural en su comunidad?

Ese es un planteamiento nuevo que antes no te-
níamos, porque el desarrollo y nuestras vivencias 
han sido muy distintas, pero hoy día hay una pre-
sión externa muy fuerte donde se habla que el in-
dividuo tenga sus propiedades.

Nosotros somos de propiedad común: yo uso 
la tierra, no soy dueño de ella; si yo necesito la 
tierra la trabajo según mis necesidades, y de 
acuerdo a esas necesidades la exploto y la dejo 
para que la tierra siga creciendo y viviendo, para 

pero sin destruir Nuestra Amazonía”
Entrevista a 
Santiago Manuin
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“Tenemos que encontrar un desarrollo

cuando alguien la necesite. Pero hoy en día por fuerza 
se tiene que hablar de la propiedad y hay una presión 
muy fuerte con el fin de que uno pueda obtener dinero.

Ahora Hernando de Soto ha aparecido con su enfoque1 
de que el indígena sea propietario porque ahí va a encon-
trar el desarrollo, este es un enfoque peligroso.

El indígena ha sido propietario tanto y cuanto lo ha ne-
cesitado, porque el vender, el mercantilizar, el dinero, es 
reciente. Esto es un peligro porque ahora existen parcelas 
internas individuales dentro de un área titulada grande, 
y yo no puedo vender esa parcela interna, ¿cómo vas a 
venderlo? esa comunidad no lo va a permitir”

La tierra de Alaska y de otros lados no es como nuestra 
tierra que es pobre. Si ponen abono llueve tanto que lo 
lava; en la selva tú puedes abonarlo hoy y mañana ya se 
lo llevó el río, entonces no se puede comparar la experien-
cia de otro lado con la experiencia que nosotros vivimos 
acá. 

¿Sienten como amenaza las empresas mineras y pe-
troleras en su totalidad?

Si, todas. Un dirigente puede estar de acuerdo, pero el 
pueblo no lo va a permitir. Cuando vino el representante 
de la Hocol2 se tenía que trabajar la participación ciuda-
dana, pero con la aprobación de todos los presidentes de 
federaciones, alcaldes y comuneros de las comunidades 
involucradas en el lote 116, pero esa consulta no la hizo.

Para mi la minera es más peligrosa que la petrolera. Si a 
la petrolera se le exige con nuevas leyes de hidrocarbu-
ros, con nuevos enfoques en el medio ambiente, quizá la 
empresa misma no pueda pagar ni tener ese dinero para 
explotar el petróleo.

La minera está en las alturas, donde nacen todos los ria-
chuelos de la Cordillera del Cóndor, ahí van a empezar a 

trabajar, entonces los lavados que van a hacer se van al 
río, con la contaminación de plomo y cadmio, y con el 
Marañón y el Cenepa va a ir bajando; mientras que la pe-
trolera va a estar en un sitio y se le exige que pueda haber 
una reinyección.

Ahora vamos a tener otro problema con la petrolera por 
el estudio de impacto ambiental que van a hacer. No-
sotros queremos aliarnos con algún ambientalista, con 
algunas universidades de prestigio, o asesorados por la 
Iglesia, para hacer un estudio de impacto por nuestra 
propia cuenta. 

Yo veo que con este gobierno no vamos a conseguir mu-
cho porque es terco. ¿No quieren que haya otro Bagua? 
A mi tampoco me interesa, nosotros no hemos ido a ma-
tar gente en Bagua, ellos nos provocaron. Creo que con 
este gobierno no vamos a conseguir nada pero hay que 
poner mesas de trabajo, hay que empezar a dialogar a las 
buenas; y si perdemos pues perdemos porque el gobier-
no lo quiere, pero eso que lo sepa todo el mundo, que el 
gobierno no tiene trato bueno y positivo para encontrar 
ese desarrollo que queremos.

¿Qué papel debe cumplir el estado en el desarrollo de 
sus comunidades y en la defensa de sus derechos?

El Convenio 169 de la OIT3 bien claro habla sobre la De-
claración de los Pueblos Indígenas, y el Perú lo firma, y 
en esa base debe empezar a trabajar el gobierno. Otros 
países han encontrado medios para enfocar el desarrollo 
con sus pueblos, lo han negociado. Yo creo que el gobier-
no debe partir de ahí, el Congreso debe trabajar por esa 
línea, pero ellos no le dan importancia y se van, y dicen 
que los grupos indígenas no quieren el desarrollo. ¿Por 
qué es parte el Perú [del acuerdo internacional] si no va 
a cumplir? El Congreso debe trabajar en el cumplimiento 
de leyes que van a asegurar la amazonía.

1	 El economista Hernando de Soto propone como solución al tema amazónico dar títulos privados de propiedad a los indígenas, y pone como ejemplo las 
comunidades nativas de Alaska y Canadá.

2	 La Empresa petrolera Hocol se encuentra trabajando en el lote 116 en las provincias del Datem del Marañón, Cóndorcanqui y Bagua  (territorio ocupado 
por comunidades indígenas).

3	 Convenio OIT Nº 169 Sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.

pero sin destruir Nuestra Amazonía”
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Interculturalidad

n 20 de Noviembre de 1989 se aprobó la Conven-
ción por los Derechos del Niño, meses más tarde 
nuestro país la ratificó, desprendiendo su enfoque 

en el primer código de niños y adolescentes de 1993. 
Este nuevo ordenamiento jurídico nacional, tuvo una se-
rie de cambios a lo largo de la última década, incluso, 
hace dos años, una comisión integrada por diferentes 
sectores viene reelaborando el código vigente.

Este momento, en que cumpliremos 20 años de la apro-
bación de la convención,  me parece una oportunidad 
interesante para que nosotros, obras de la Compañía 
de Jesús, revisemos nuestra práctica y reafirmemos la 
opción por la niñez y adolescencia.

Los niños y adolescentes en el Perú representan el 37.9% 
de la población total, es decir más de un tercio de la 
población está entre los 0 y 17 años de edad. De ese 
total, el 60% vive en condiciones de pobreza Así tene-
mos que el 60% de  niños(as) entre 0 a 5 años es pobre, 
lo mismo el  58% que tiene 6 a 11 años de edad y el 
52% de adolescentes (12 a 17 años). A nivel de pobreza 
extrema la situación sigue siendo significativa: Entre los 
niños(as) de 0 a 5 años ésta alcanza el 27% y entre los 6 

a 11 años al 24%, alrededor de 10 puntos porcentuales 
mayor que la tasa de pobreza extrema en la población 
total (16%)1. 

Pero esta condición tiene un rostro particular, son niños 
y adolescentes provenientes en su mayoría de zonas an-
dinas, rurales y quechua hablantes. 

La infancia como víctima invisible

Un elemento que ha pasado desapercibido en el proce-
so de reconciliación y reparación propuesto por la Co-
misión de la Verdad y Reconciliación (CVR), ha sido el 
impacto del conflicto armado en los años 80 y 90 en la 
niñez.

Según el informe de la CVR las víctimas menores de 
18 años constituyeron el 12.8%, cifra que puede verse 
poco representativa, sin embargo las modalidades en 
que fueron vulnerados sus derechos cuestionan no sólo 
la cantidad, sino el impacto en toda la sociedad. Entre 
ellos, el reclutamiento forzado, no sólo por las organi-
zaciones violentistas sino también por el Estado, quienes 
colocaron sobre todo a los adolescentes como carne de 

A 20 Años de la
Convención sobre los Derechos del Niño
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cañón. De igual impacto y en menor proporción está la 
violación sexual, las lesiones o heridas, los secuestros, 
desapariciones forzadas, la muerte en atentados, entre 
otras. 

Un hecho significativo de desamparo a la infancia en los 
90, y de respuesta del Estado, es el Decreto Ley 255647 
a través del cual se procesa en el Fuero Militar, y ante tri-
bunales sin rostro, a la población con edades entre 15 y 
17 años por delitos de terrorismo. Pero esta formalidad, 
según las cifras contrastadas en los años anteriores, sólo 
validaba el alto porcentaje de detenciones ilegales de 
adolescentes durante el conflicto. Para el año 95, en que 
se deroga esta ley, existían al menos 209 adolescentes 
encarcelados, jóvenes en su mayoría varones (76%) y  
provenientes de sectores de pobreza, del medio andino 
y rural (52.3%) 

Un segundo hecho reprobable fue la violación sexual, 
sobre todo a niñas y adolescentes, que según el informe 
de la CVR fueron perpetrados en un 70% por agentes 
del Estado. Un poco más de la mitad de estas víctimas 
estaban entre los 10 y 15 años de edad. Así podemos 
seguir enumerando otros hechos que a la fecha siguen 
impunes. Por citar un ejemplo, hace dos meses fueron 
enterrados al menos 90 cuerpos encontrados en Putis 
(Ayacucho), hoy se sabe que la mitad eran niños y ni-
ñas.

Los niños como prioridad frente al Estado

Frente a estos hechos se podría considerar una solución 
lógica de causa – efecto: de solucionarse el conflicto ar-
mado se soluciona la vida de los niños y adolescentes. 
Lamentablemente esto no es real. Las cifras de la situa-
ción actual de la infancia revela escasos avances en ma-
teria de protección y defensa de sus derechos: la tasa de 
desnutrición de niños menores de 5 años es del 27% a 
nivel nacional, la asistencia de este segmento sólo llega 
al 67%, mientras que en la zona rural sólo el 56%. Un 
porcentaje de niños no cuenta con la partida de naci-

miento, regiones como Ucayali y Loreto registran altos 
porcentajes (27% y 26% respectivamente). 

Frente a este conjunto de necesidades el Estado no ha 
logrado dar respuestas concretas: la asignación para el 
presente ejercicio presupuestal para educación es sólo 
del 2,8% del PBI, para salud el 1,4% del PBI y el 0,9% 
para seguridad ciudadana.

Una niñez que encara y exige

Aunque la historia y las cifras estén de espalda a la reali-
dad de los niños, muchos de ellos no se amilanan y ter-
minan quebrantando un sistema jurídico, con el único 
afán de lograr mejores condiciones. Así podemos ver la 
expresión de los chicos de la calle, que ante la violencia 
ejercida por sus familias, encuentran en su grupo una 
razón de ser y subsistir; lo mismo, los niños y adolescen-
tes trabajadores que aún cuando la sociedad los oculta2, 
buscan hacerle frente a la pobreza con un anhelo de 
sobrevivir y desarrollarse. 

A través de su protesta organizada hoy hablamos de la 
actoría social, representada en un movimiento que no 
sólo se encuentra en el plano de lo social, pues ha llega-
do a nivel político y económico3. Además nos plantea un 
nuevo paradigma como es el del protagonismo, que por 
definición no excluye a los adultos, sino por el contra-
rio, exige el acompañamiento y la relación niño – adulto 
para lograr un equilibrio social, es decir una democracia 
inclusiva sin distinción de edad, raza y condición 

Quedan aún hechos por mencionar e ideas a reflexionar, 
pero la historia de la convención se está escribiendo en 
cada niño y adolescente que acompañamos. Anhelamos 
que en los próximos años la historia no sea escrita sólo por 
ellos(as), sino también por los adultos y en colaboración 
infancia y adultos, y representados por un Estado, cons-
truyan una sociedad igualitaria, donde todos(as),  sin ex-
cepción alguna, tengan voz y voto y sus propuestas sean 
valoradas cual ciudadanos y seres humanos que son.

1	 Estado de la Niñez en el Perú. INEI y UNICEF. Lima. 2008.
2	 Acciones ejercidas por el MIMDES que, en su afán de “protección”, recogían a los niños y adolescentes que vendían en las calles, como si fueran objetos, 

hechos símiles a las levas que se daba durante el gobierno de Fujimori.
3	 El Movimiento Nacional de Niños adolescentes trabajadores organizados del Perú, articulado a nivel de la región y de otros continentes, han expresado su 

opinión al interior del Parlamento, fueron convocados por el Comité de Derechos del Niño en Ginebra para participar en la última  sesión. Plantearon la ne-
cesidad de institucionalizar la participación de los NNA en la elaboración de los Informes al Comité de los Derechos del Niño de la ONU, como complemento 
a los informes de los Estados Parte, y los informes alternativos de la sociedad civil
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asta antes de la CVR 
no se conocía el caso 
de Putis. Cuando lo 

descubrimos nos queda-
mos sobrecogidos, inca-
paces de entender cómo 
pudo suceder un episodio 
así en nuestro país. Supe-
raba toda imaginación, 
indignación y vergüenza 
por haber estado de espal-
das ignorando que estos 
cruentos crímenes suce-
dían. Una masacre a san-
gre fría que no trascendió 
al resto del país. ¿Cuántos 
Putis más habrán ocurrido 
y que probablemente no 
se lleguen a conocer nun-
ca porque no quedo nadie 
para narrarlo?

La CVR estableció que 123 
personas fueron ejecu-
tadas extrajudicialmente 
por miembros del Ejérci-
to en diciembre de 1984. 
Luego de entregar el caso 
a Fiscalía, se inició una in-
vestigación judicial que ha 
ido proporcionando más 
información sobre el caso. 
Terminada la exhumación 
se hallaron 92 cuerpos, de 
las cuales 23 eran muje-
res y 48 eran menores de 
edad (38 de ellos corres-
ponden a niños menores 
de 10 años). Asimismo, la 
investigación forense se-
ñala que el 44.5% murió a 
raíz de lesiones por armas 

[…] Gran parte de los comuneros fueron llevados con 
engaños al centro del poblado con intención de asesinarlos. 

Hubo un llamado de pacificación: vengan, no va a pasar 
nada, por eso estamos acá. [...] Se recogió a la gente de 

todos los cerros. Bajaron con todas sus cosas a Putis para 
formar un centro poblado, pensaban que iban a estar 

más tranquilos al lado de la base [...] Los engañaron, les 
dijeron vamos a hacer una piscigranja, acá vamos a hacer 

un cuadrado de tanto por tantos metros. Todos los varones 
hicieron su propia fosa. Los comenzaron a matar de seis 
en seis. Una parte de los efectivos estaba a unos metros, 

vigilando por dónde podían escapar [...] estaban acorralados.

Derechos Humanos
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la matanza de Putis?

1	 Coordinadora Nacional de Derechos Humanos – CNDDHH. Informe Anual 2008 El difícil camino a la ciudadanía. El caso Putis, 25 años después. Pág. 181.

de fuego. La distribución 
anatómica de las lesiones 
muestra que el ataque fue 
realizado hacia un grupo 
desarmado1.

Este desgarrador episo-
dio debe llamarnos a un 
profundo cuestionamien-
to social, principalmente, 
sobre aquellas “columnas 
vertebrales” que damos 
por sentado y sobre las 
que nos erigimos como 
sociedad, como país.

Una primera y fundamen-
tal es el respeto a la vida. 
Las instituciones sociales 
creadas justamente para 
la protección de la vida de 
todos los ciudadanos son 
las Fuerzas Armadas. Ellas 
deben velar con justicia y 
equidad por la integridad 
y protección de cada indi-
viduo. Siendo así, ¿es posi-
ble que la mentalidad cas-
trense haya concebido que 
el genocidio de toda una 
comunidad, incluyendo ni-
ños y niñas, era la manera 
de proteger a toda una so-
ciedad? Al parecer, sí. 

La radicalización de miem-
bros de nuestro Ejército es 
muchas veces comprendi-
da y explicada  como los 
“excesos que se dan en 
toda guerra no convencio-
nal”.

Tales nociones de la función 
militar se encuentran arrai-
gadas en el pensamiento 
de las FFAA, y, lamenta-
blemente, tienen asidero 
en algunos sectores so-
ciales. Bajo el presupues-
to de que en una guerra 
vale todo, se vislumbra un 
profundo desprecio por la 
vida de los otros diferentes 
a uno. Bajo tal lógica, todo 
el que presuntamente fue-
ra senderista (incluyendo 
a los niños y niñas) debía 
ser ejecutado. Y eso está 
justificado. Así, los defen-
sores de Derechos Huma-
nos somos pro terrucos al 
denunciar esto.

A la fecha no se sabe si 
algún mando ordenó la 
ejecución de la población 
de Putis. Lo cierto es que 
una facción del Ejército no 
tuvo ningún problema en 
hacerlo. Es decir, no preva-
leció en ellos algún discer-
nimiento ético frente a la 
vida de los pobladores. La 
vida de estos poco o nada 
valía. Su muerte estaba 
justificada en el contexto 
de la guerra y avalada por 
la legitimidad que otorga 
el Estado a las Fuerzas Ar-
madas para usar la violen-
cia cuando sea necesario.

Un segundo tema tiene 
que ver con la falta de re-

conocimiento de la pobla-
ción originaria como parte 
de nuestra sociedad.

La libertad con la que ac-
tuaron los miembros del 
Ejército para ejecutar a 
más de cien personas tiene 
que ver, primero, con que 
sabían que no se les iba a 
juzgar por ello. Asimismo, 
y de modo más preocu-
pante, porque la vida de 
estos comuneros, “pre-
suntamente senderista” 
no vale igual que la vida de 
otro, un costeño, un urba-
no o un militar. A nadie le 
importa lo que les pueda 
pasar a estos indios, bien 
muertos están por apoyar 
a Sendero Luminoso.

Este desprecio del coloni-
zador hacia la población 
indígena ha sido una cons-
tante en el conflicto arma-
do. 

Finalmente, un tercer 
tema es el silencio de las 
Fuerzas Armadas frente al 
crimen. El poder Judicial y 
la Fiscalía han confirmado 
los asesinatos ocurridos en 
Putis. No obstante, no ha 
habido ningún pronuncia-
miento oficial de parte de 
las fuerzas del orden. Es 
más, existe una negativa 
del Ministerio de Defen-

sa para seguir con la in-
vestigación judicial. Y ello 
acompañado de continuas 
campañas de desprestigio 
contra el trabajo de la CVR 
y los organismos que tra-
bajan a favor de los Dere-
chos Humanos.

Los familiares y sobrevi-
vientes de Putis merecen 
y esperan que los perpe-
tradores del crimen pidan 
disculpas, acepten su error 
y se haga justicia.

Sólo con la condena de las 
responsabilidades particu-
lares y el deslinde por parte 
del Ejército de los crímenes 
ocurridos en Putis, podría-
mos sentar un precedente, 
evitando así que otros Pu-
tis vuelvan a ocurrir. 

Para cerrar este cruento ca-
pítulo y lograr un aprendi-
zaje como sociedad, es ne-
cesario escuchar desde las 
propias FF.AA. la condena 
del crimen. La institución 
militar no es la perpetra-
dora, existen responsables 
individuales; pero es una 
obligación deslindar con 
estos hechos, de lo contra-
rio los estarán avalando.

¿Cómo pudo suceder
Derechos Humanos
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n la selva peruana pueden verse 
hoy torsos de hombres que ca-
minan alicaídos marcados con 

cicatrices, sello silencioso de la des-
obediencia al patrón. Atraídos por 
anuncios desgastados en cambala-
ches1 y empujados por la pobreza 
aceptan adentrarse en el frondoso 
bosque con la idea de ganar un di-
nero talando madera. Decenas de 
hombres son forzados a trabajar, 
sin apenas comida, sujetos a graves 
peligros y bajo un régimen “contrac-
tual” en el que concluyen su estadía 
laboral debiendo dinero al patrón.

El “patrón-enganchador”, además, 
retiene los documentos de identi-
dad de las víctimas (partida de na-
cimiento o DNI) como garantía del 
pago de las “deudas” contraídas en 
concepto de transporte, alimenta-
ción y comida. Indocumentado, el 
trabajador se resiste a fugarse, algo 
que, en cualquier caso, es altamente 
riesgoso dado lo aislado de los asen-
tamientos.  

El concepto moderno de la 
trata de personas

Los migrantes pasan a ser clientes 
preferentes de redes transnacionales 
delincuenciales que han encontrado 
en la desesperación de algunas per-
sonas el caldo de cultivo de un ne-
gocio millonario. Se les vende pasa-
portes y rutas por sumas que oscilan 
entre los 6,000 US$ que cuesta a un 

peruano ingresar a Europa o 20,000 
US$ a un ciudadano chino la tra-
vesía que, con escalas en ciudades 
europeas y sudamericanas –preferi-
blemente Perú y Ecuador- les permi-
tirá arribar por mar a Centroamérica 
para, de ahí, iniciar una travesía te-
rrestre y cruzar el desierto que sepa-
ra México de los Estados Unidos de 
América, por poner unos ejemplos.

Una vez en destino el migrante en-
deudado puede no tener solven-
cia para pagar al tratante. Corre el 
riesgo de ser retenido, ver sus do-
cumentos confiscados y ser forzado 
a trabajar hasta que cancele lo que 
debe, combinándose así el delito de 
tráfico de migrantes con el de trata 
de personas.

La persona es forzada a producir en 
beneficio del tratante en diferentes 
formas, que van desde la explota-
ción sexual en el mercado del sexo a 
otras formas de explotación laboral. 
Incluso se dan casos de migrantes 
que pagan con la venta de sus ór-
ganos.

En el Perú

En el Perú se pueden destacar los 
casos de trata que tienen lugar en 
el ámbito del servicio doméstico, la 
mendicidad, el padrinazgo, la tala 
de madera, la minería entre otras. 
Las personas, muchas veces menores 
de edad, son captadas con engaños 

y se desplazan voluntariamente bajo 
falsos supuestos. En este entorno, 
desprotegidos y desprovistos de de-
rechos, incluido el de su integridad 
física y acceso a la salud.

El crimen de trata con fines de explo-
tación laboral se configura siempre 
y cuando la persona sea privada de 
libertad y forzada a laborar contra su 
voluntad a través de los “medios” (el 
engaño, el uso de la fuerza, la ame-
naza o coacción).

En el caso de los niños, niñas y ado-
lescentes, menores de 18 años, no 
sería necesario el uso de los medios 
ni que el menor de edad alegue de-
sarrollar la actividad objeto de trata 
de manera voluntaria para que se dé 
el delito. 
Las cifras

Se calcula que unos 2 millones de 
personas podrían estar en esta si-
tuación en el mundo. En el Perú se 
cuenta hoy con estadísticas sobre las 
denuncias formuladas, que, en cual-
quier caso, constituyen tan solo la 
punta del iceberg.

De acuerdo al Sistema de Registro y 
Estadística del delito de Trata de Per-
sonas y Afines (RETA), se ha pasado 
de identificar 25 víctimas en 2005 a 
un total de 302 en noviembre 2008, 
lo que supone un incremento del 
75% anual en el número de denun-
cias registradas en este periodo. Por 

La Trata de Personas en el Perú
una dolorosa realidad que no queremos ver

1	 Agencias informales de empleo.

Migraciones
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su parte, la Línea contra la trata de 
Personas recibió más de 11,000 lla-
madas en entre marzo 2006 y sep-
tiembre 2008.

Entre septiembre del 2007 y noviem-
bre 2008, la Policía Nacional del Perú 
ha realizado operativos policiales y 
rescatado 154 personas, en su ma-
yoría adolescentes y mujeres jóvenes 
víctimas de trata con fines de explo-
tación sexual. Dicho esto, no hay 
todavía casos de sanciones efectivas 
por este tipo penal en el país.

La Trata sexual

La mayoría de los casos detectados 
y rescatados en el Perú tienen que 
ver con la trata sexual de mujeres. 
Hay un factor de género en la propia 
concepción del delito que lo explica 
y que se gesta en torno al comercio 
sexual internacional. Existen casos 
emblemáticos de peruanas que han 
sido llevadas al extranjero con en-
gaños. Una vez en destino han sido 
vendidas para forzarlas a prostituir-
se.

En las zonas rosas de ciudades como 
Tacna, Juliaca, Iquitos los reclamos 
sexuales muestran a mujeres que 
ofrecen sexo. Si uno se pasea con 
mirada observadora pude alzar la 
vista para ver los pisos donde alojan 
a las mujeres y las rejas que las cus-
todian.

El paisaje no es mejor en el Cusco 
donde las autoridades reconocen 
su alarma ante el incremento de tu-
rismo que busca sexo y de redes de 
negocios emergentes que agasajan 
a los empresarios con sexo con ado-
lescentes y niñas escogidas por su 
belleza.

Parecería difícil imaginar una reali-
dad más desolada pero existe. En al-
gunos casos la explotación sexual se 
alterna con explotación laboral. Es el 
triste caso de las empleadas domés-
ticas a las que se les retiene los do-
cumentos, se les prohíbe salir y se les 
obliga a trabajar a destajo utilizando 
la amenaza, el encierro, etc. A me-
nudo estas mujeres sufren, además, 
abusos sexuales sin que puedan ha-
cer nada para defenderse. La privaci-
dad del entorno doméstico dificulta 
la vigilancia de estas situaciones y 
hace aún más difícil la implementa-
ción de la Ley.

La extrema vulnerabilidad de la mu-
jer, objeto de explotación laboral y 
sexual, se pone de manifiesto con 
especial virulencia en espacios como 
los campamentos mineros o en la 
tala de madera. 

Qué se está haciendo

En los últimos años se han dado 
pasos importantes en el combate a 
este delito en el Perú. En 2004 se 
conformó un Grupo de Trabajo Mul-
tisectorial Permanente contra la Tra-

ta de Personas, donde se discutió el 
contenido de la Ley 28950, la que 
establece penas de hasta 25 años de 
privación de libertad.

Sin embargo, dos años después de 
su promulgación, no se registra nin-
guna sentencia bajo esta figura pe-
nal y la asistencia a las víctimas sigue 
atomizada, sin que haya un ente 
consolidado que asuma la respon-
sabilidad de hacerse cargo del aloja-
miento, seguridad y reintegración de 
estas personas.

De la misma manera, se cuenta con 
el Plan Nacional de Acción contra la 
Trata de Personas 2007-2013, docu-
mento que ordena de manera inte-
gral la lucha contra este delito desde 
la prevención, la sanción y la asisten-
cia. Este documento fue validado en 
2007 sin que hasta la fecha se haya 
aprobado e implementado.

Es tiempo, por lo tanto de congra-
tularse de los avances, importantes 
pero insuficientes, y articular las for-
mas de hacerlos más eficientes. Para 
ello serán de gran valor, sin duda, 
mecanismos como la línea de aten-
ción telefónica o la recientemente 
creada Veeduría Ciudadana contra 
la Trata de Personas el Tráfico Ilícito 
de Migrantes y Personas Desapare-
cidas.

Un sistema de vigilancia privilegiado 
que haga valer la implementación de 
la normatividad en el tema.

La Trata de Personas en el Perú
una dolorosa realidad que no queremos ver A
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Dolores Cortés Toro
Organización Internacional 

para las Migraciones 
(OIM)
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omo lo señala la Ley, la descentralización tiene 
como objetivo promover el desarrollo integral y 
sostenido del país, en ese marco debe generar 

las condiciones y oportunidades necesarias para que to-
dos y todas, especialmente los grupos excluidos, alcan-
cen mejores condiciones de vida, sin ninguna discrimi-
nación de clase, género, generacional o de raza. De la 
misma manera, un aspecto clave del proceso es que “los 
Gobiernos Regionales y Locales están obligados a pro-
mover la participación  ciudadana en la formulación y 
concertación de sus planes de desarrollo y presupuestos 
y en la gestión pública. Para este efecto deberán garan-
tizar el acceso a la información pública y  la conforma-
ción  y  funcionamiento  de  espacios y mecanismos de 
consulta, concertación, control, evaluación y rendición 
de cuentas1”.

Aun con los avances en las normas y procesos y los es-
fuerzos efectuados por las organizaciones y la sociedad 
civil, existen todavía dificultades para que las mujeres 
ejerzan plenamente sus derechos y gocen de una ciu-
dadanía plena e integral, como consecuencia de ello, 
se limita la posibilidad de que sus demandas e intereses  
formen parte de las decisiones y políticas públicas.

Por otro lado, con las muchas limitaciones que todavía 
existen, el proceso 
de descentralización 
supone para las mu-
jeres y sus organiza-
ciones, una oportu-
nidad que hay que 
fortalecer, encon-
trando las estrate-
gias y los mecanis-
mos que permitan 
que este proceso sea 
cada vez más demo-
crático, efectivo y 
aporte a la mejora 
real de la calidad de 

Carmen Robles A.
Servicios Educativos El Agustino - SEA

vida de la población. En este proceso las mujeres tienen 
la posibilidad de:

•	 Tomar parte en las decisiones de la gestión local, 
aportando con propuestas de políticas y proyectos.

•	 La posibilidad de formular, desde espacios de arti-
culación, agendas públicas de desarrollo regional y 
local, orientadas a promover la igualdad de oportu-
nidades entre hombres y mujeres.

•	 Incidir para que haya una mayor transparencia en la 
asignación y  ejecución de los recursos públicos. 

•	 Vigilar para que se cumplan los acuerdos.
•	 Que el propio proceso se constituya en un espacio 

de aprendizaje para el ejercicio de su ciudadanía, 
de surgimiento de liderazgos y de generación de un 
nuevo  tipo de relación  con el estado.

En un esfuerzo por aprovechar estas oportunidades, su-
perando las limitaciones que el propio proceso tiene (cul-
tura centralista y machista, poca transparencia, temor 
a la participación, ausencia de mecanismos de control 
ciudadano, organizaciones desarticuladas, entre otras) y 
de afirmar y visibilizar su actoría y aporte al desarrollo de 
sus localidades, las organizaciones de mujeres de Lima 
Este han emprendido un proceso de articulación a nivel 
local y sub regional que les permitirá usar efectivamente 
estos mecanismos de participación, incidir en la formu-
lación de políticas y ejercer la vigilancia ciudadana.

Este proceso se llevó a cabo en los distritos de El Agus-
tino, Santa Anita, Chaclacayo, Chosica y Ate2, donde las 
organizaciones de mujeres, a través de talleres y espacios 
de reflexión, diagnóstico y propuestas, constituyeron las 
Redes Distritales y la Red de Lima Este y formularon las 
Agendas respectivas. La Red se ha definido como un es-
pacio de articulación de las demandas y propuestas de 
las mujeres, expresadas en Agendas, de manera que se 
pueda actuar en forma coordinada, ser más influyentes 
en el dialogo con las autoridades y lograr que éstas sean 
colocadas en los espacios de decisión local, municipal, 
sectorial y, en alianza con otras redes, en el espacio na-
cional. 

1	 Ley de Bases de la Descentralización (art. 17.1).
2	 Los cinco distritos pertenecen al denominado Cono Este de Lima.

Mujer y Política
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Las Agendas formuladas por las organizaciones de mu-
jeres son integrales, pues señalan propuestas de accio-
nes y políticas para los gobiernos locales, metropolitano 
y central en relación al eje Social (en los temas de sa-
lud integral, educación y seguridad alimentaria), el Eje 
Económico, el Político, el de Medio Ambiente, Identidad 
cultural y el de Ética y Valores. 

Ello a partir de las experiencias de las organizaciones 
integrantes y de su participación en los procesos de los 
últimos años, tales como: Pactos de Gobernabilidad, 
Planes de Desarrollo Concertado, Presupuestos Partici-
pativos, Comités de Vigilancia, Concejos de Coordina-
ción Local y Mesas de Concertación; procesos en los que 
las mujeres han desarrollado capacidades para la formu-
lación de propuestas y para su intervención conscien-
te e informada. Participan en las Redes organizaciones 
como Comedores Populares Autogestionarios, Clubes 
de Madres, Vaso de Leche, Bancos Comunales, Redes de 
Prevención de la Violencia Familiar, Comités de Gestión 
Distrital, Comités de Seguridad Ciudadana, Promotoras 

de salud y de medio ambiente, secretarías generales de 
AA. HH., entre otras. 

El reto de las Redes durante los próximos meses será, 
además de difundir sus agendas, generar alianzas e in-
fluir en los espacios locales para la consideración y fi-
nanciamiento de sus propuestas, el poder participar en 
los procesos de Pactos de Gobernabilidad con ocasión 
de las próximas elecciones municipales para presentar y 
lograr acuerdos con los candidatos en la incorporación 
de los temas priorizados de sus Agendas.

El reto para nosotros es interactuar con las mujeres y 
sus organizaciones en este proceso, promover y facilitar 
la reflexión y el análisis continuo sobre el contexto, las 
situaciones de exclusión o vulnerabilidad, sus causas y 
efectos, lo que conlleve al planteamiento de sus Agen-
das y promueva la acción planificada y concreta. Sin ol-
vidar que la promoción de la igualdad de derechos y 
oportunidades implica también el cuidado de la persona 
y el derecho al disfrute de la vida social.

Participación de las mujeres en los 
procesos de desarrollo local en Lima Este

Mujer y Política
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n 1971, contando con la presencia de los Jesuitas 
y su inquietud por lo andino y sus gentes, la op-
ción por los pobres y la lucha contra la exclusión, 

se planteó la necesidad de un trabajo por el desarrollo 
de una de las provincias más pobres del Sur Andino… 
Quispicanchi (Cusco). 

Dos investigaciones marcan el horizonte y camino del 
CCAIJO (Asociación Jesús Obrero), la del Padre Marzal sj 
y la del Padre Monteverde sj. La  conclusión principal fue 
la implementación de un centro de capacitación ocupa-
cional que supla las carencias de un sistema educativo 
incompleto y con limitados medios. 

Han pasado 38 años desde la constitución del CCAIJO, 
su compromiso ha respondido a contextos y situaciones 
de diferentes gobiernos como la reforma agraria y su 
posterior crisis, la violencia política, la hiperinflación y 
crisis económica, la despolitización de la sociedad y la 
crisis de la democracia; recorrido que ha marcado las 
etapas de vida institucional: la educación técnica ocu-
pacional para el ámbito rural (1971 - 1977); la expan-
sión hacia el campo para el desarrollo de la comunidad 
campesina desde sus propios recursos (1978 - 1989); 
la planificación institucional y el sistema de monitoreo 
y evaluación, que significó el ordenamiento y la madu-

ración (1989 – 1995); la expansión de capacidades, li-
derazgo y ciudadanía (1996 - 2000); el fortalecimiento 
de la institucionalidad local y la descentralización (2000 
– 2007); y, a partir del 2007, la proyección y articulación 
de lo local con lo regional.

La contribución al desarrollo rural ha significado esfuer-
zos compartidos con la población y los gobiernos muni-
cipales, sin embargo, la gesta y experimentación de nue-
vas iniciativas y propuestas en lo económico-productivo 
y en lo social - político que sean eficaces, creativas y 
replicables frente al sistema imperante, es el aporte per-
manente de CCAIJO. 

El proceso de descentralización le significa a CCAIJO un 
desafío en su intervención. La oportunidad de acercar 
el Estado y la toma de decisiones a la ciudadanía, de tal 
manera que los modelos desarrollados localmente pue-
dan convertirse en políticas que respondan más adecua-
damente a las demandas y necesidades de la población 
regional, especialmente la más pobre, es la apuesta que 
asumimos y compartimos con las instituciones y organi-
zaciones de la sociedad civil, especialmente con uno de 
los consorcios de la Compañía de Jesús (CCAIJO, CIPCA 
y CEOP-ILO) 

Venimos trabajando para legitimar e institucionalizar la 
participación organizada y concertada, por una socie-
dad más informada y comprometida con la vigilancia, 
por la consolidación de espacios de concertación y la 
mejora de las capacidades de liderazgo y la generación 
de propuesta en la generación de políticas públicas

Los 38 años de CCAIJO
y su Proyección Regional
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Noticias de las Redes

“INTERCULTURALIDAD E INCIDENCIA  POLITICA”

Nos encontramos preparando los Talleres Macrore-
gionales que se realizarán en Arequipa y Chiclayo las 
primeras semanas de diciembre. Estos encuentros 
buscan poder realizar un balance de lo aprendido 
en el Plan de Formación, tener mayor claridad sobre 
las pautas para un plan de incidencia e ir consoli-
dando la etapa de identificación del problema en el 
cual se quiere hacer incidencia.

“EDUCACION POPULAR”

Ya se han desarrollado los primeros contenidos que 
giran en torno al Contexto socio histórico de la Edu-
cación Popular y su vigencia en el Perú de hoy, así 
como los Conceptos y Teorías de la Educación Popu-
lar, y entre los meses de octubre y diciembre se están 
realizando las visitas de Monitoreo, cuyos objetivos 
son informar sobre los avances del Programa, re-
coger información 
sobre la dinámica 
de los grupos de 
estudio y afianzar 
la compresión de 
los contenidos de 
las unidades.

KHALLPA KHUYAY es el 
nombre del CD musical 
que acaban de lanzar los 
integrantes del grupo 
musical del mismo nom-
bre, conformados por 
16 niños y adolescentes 
trabajadores del Progra-
ma Manitos Trabajando de CANAT (Piura), quienes 
han descubierto en la música un medio para desa-
rrollar sus talentos y mejorar su autoestima.

Presentan CD de Niños y 
Adolescentes Trabajadores

Durante el cierre de esta edición de Intercambio se 
está desarrollando el I Congreso Mundial de Justi-
cia Juvenil Restaurativa, co-organizado por la Fun-
dación Terre des hommes Lausanne, Encuentros 
Casa de la Juventud y la Fiscalía de la Nación del 
Perú, junto con la Pontificia Universidad Católica 
del Perú.

El evento es de suma importancia para el debate y 
análisis de este nuevo modelo de justicia juvenil y 
su posible implementación en nuestro medio.

En nuestro próximo numero les entregaremos más 
información sobre este evento.

PUBLICACIONES
Pasión por la Humanidad. 
Convergencia de la fe y la justicia
Ricardo Antoncich sj.
Serie Documentos Nº 2. Setiembre 2009

Segunda publicación del Sector 
Social que presenta una reflexión 
profunda sobre la afinidad entre 
la fe y la atención a los más ne-
cesitados y las motivaciones que 
puede encontrar una persona 
(creyente o no) para entregarse a 
este trabajo social.

Planes de Formación del
SECTOR SOCIAL

Congreso de
Justicia Juvenil

Restaurativa



"En el pesebre contemplamos a 
Aquel que se despojó de la Gloria 
divina para hacerse pobre, movido 
por el amor al hombre."

(Juan Pablo II)

¡Feliz Navidad!


